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Resumen 

Entre los años 2022 y 2024 los grupos y alianzas, con presencia mayoritaria en el 
Congreso de la República, han impulsado un conjunto de reformas que priorizan sus 
intereses sobre los bienes constitucionales. Son cambios que restringen 
dramáticamente la participación ciudadana, subordinan los principios democráticos y 
favorecen el autoritarismo.  

Son reformas que, vistas en conjunto, producen un atentado contra los fundamentos del 
Estado constitucional. Se ha debilitado el sistema penal, el sistema de justicia y la 
función judicial, la educación y el sistema universitario, el sistema político y los procesos 
electorales. Son reformas que profundizan la cultura de la arbitrariedad, las prácticas 
proclives a la corrupción, y aleja los derechos fundamentales de su realización efectiva. 

El estudio sostiene que este proceso implica una forma de degradación constitucional 
potenciada desde la crisis provocada con la caída del presidente Kuczynski, pero que 
también procede de un derrotero cultural que se abre paso desde la década de los 90’ y 
se instala con facilidad en el último período. 

Palabras clave: Degradación constitucional / autoritarismo / representación política / 
cultura política 
  

 

1 “Degradación” es la expresión que designa con acierto los procesos políticos de enmienda y reforma 
constitucional usados para fines antidemocráticos. El resultado termina por crear un deterioro de las 
instituciones y derechos, una desvalorización de su significado en la sociedad y un signo del desprecio 
de los actores políticos que participan en su configuración. Véase: Dixon & Landau (2015). También en: 
Groppi, Carlino & Milani (2022, VIII).  
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I. UN ASALTO A LA CONSTITUCIÓN  

La Carta política de 1993 es apenas un reflejo sombrío de la Constitución de un Estado 
constitucional. Los grupos y redes de intereses que detentan el poder en el Congreso de 
la República, sin acuerdo social ni comunidad política que lo sostenga, como por asalto, 
han introducido decenas de reformas estructurales y adiciones a este texto. El resultado 
es solo la representación de esos intereses, momentáneamente hegemónicos, sin 
mediación racional ni deliberación pública, en la clandestinidad del poder y con la 
impunidad de sus votos.  

Son reformas que llevan el potencial de socavar los compromisos con la democracia 
constitucional (Dixon & Landau, 2015, p. 193) y degradar sus instituciones. Aunque se 
han mantenido las formas para producir los cambios, el contraste con los principios y 
valores de fondo es una constante en todo el proceso. Es como la ausencia de 
legitimidad que, desde sus orígenes, acompaña a la Constitución para validar el golpe de 
Estado perpetrado por Alberto Fujimori el 5 de abril de 1992 (Gonzales & Famiglietti, 
2022, p. 1255)2. Aquel momento marca también el inicio de un proceso de ruptura con 
los valores republicanos y desde entonces la comunidad cívica, o la aspiración de 
construirla, se diluye por la fuerza de los hechos y los valores que aquel régimen trajo 
consigo. 

II. LA CONSTITUCIÓN DESDE LA PENUMBRA DEL AUTORITARISMO  

El actual estado de cosas en materia constitucional se explica en buena medida a partir 
de estas condiciones. Con el régimen fujimorista se dio inició a una realidad institucional 
funcional a las demandas del autoritarismo instalado, a los apremios del modelo 
económico y a sus consecuencias en el ámbito político, también a la violencia emergente 
del conflicto armado, a la violencia represiva que implicaba la existencia del régimen y 
su estrategia para hegemonizar y conservar el poder. Con el fujimorismo se instaura un 

 

2 En la línea del informe de la Comisión de Estudio de las Bases de la Reforma Constitucional creada 
por el Gobierno del presidente Valentín Paniagua por Decreto Supremo N°18 del 26 de mayo de 2001, 
se señala que esa Constitución es «(...) fruto de un golpe por voluntad de un gobierno autoritario y 
corrupto, como han confirmado después los eventos sucesivos». Ha sido aprobada “(…) como 
producto de un debate controlado y ratificada por un referéndum desarrollado, sin ninguna seguridad 
ni garantía sobre sus resultados, y con una finalidad fraudulenta». La Comisión estuvo presidida por el 
ministro de Justicia Diego García Sayán y tuvo como vicepresidente al profesor Domingo García 
Belaúnde. También estuvo integrada por decenas de profesores universitarios y representantes 
institucionales. El Informe final de la Comisión fue publicado por el Ministerio de Justicia en julio de 
2001. En: Revista Pensamiento Constitucional, PUCP, Lima, Vol. 8, 2002. 

https://revistas.pucp.edu.pe/index.php/pensamientoconstitucional/article/view/3357/3206. Esta 
perspectiva fue ratificada con énfasis por el Tribunal Constitucional. Se recuerda que en la base de este 
proceso estuvo el golpe del 5 de abril de 1992: «(...) la corrupción generada por el uso arbitrario, 
hegemónico, pernicioso y corrupto del poder, constituyendo una ofensa para el sistema democrático, 
pues fue aprobada distorsionando la voluntad ciudadana» [Parágrafo 53]. Para el Tribunal el proyecto 
de Constitución de 1993 ha sido aprobado gracias a un «(...) voto, obtenido con la coacción y con visos 
de fraude (...)» Tribunal Constitucional Sentencia 4-2002-AI/TC. En: 
https://www.tc.gob.pe/jurisprudencia/2003/00014-2002-AI.html. 

 

 

https://revistas.pucp.edu.pe/index.php/pensamientoconstitucional/article/view/3357/3206
https://www.tc.gob.pe/jurisprudencia/2003/00014-2002-AI.html
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nuevo orden social desde el valor asignado a lo privado y al individualismo. Se privatizan 
la pobreza y lo público. El nuevo orden normaliza la sobrevivencia en medio de la 
necesidad radical, soslaya la desigualdad estructural y niega la justicia social (García 
Montero, 2009). Pare este propósito el mercado es usado como fetiche, un fin en sí 
mismo, que funciona como parámetro absoluto, inderrotable frente a cualquier dilema, 
definitivo contra toda ponderación. 

La Constitución de 1993 está en la base de este conjunto de relaciones, es su amalgama 
o la fuente que la produce y la permite. Porque la Constitución como instrumento para 
regular las relaciones sociales y políticas no se agota en el plano formal de las cláusulas 
normativas. Se proyecta en la orientación del poder político, en la dinámica de la cultura 
social y se retroalimenta por efecto de todo ese significado a través de la práctica 
argumentativa de los tribunales. La Constitución del 93´es usada para evitar 
compromisos con la igualdad, para ignorar el problema de la justicia social y evadir la 
exigencia de los derechos sociales. El espacio constitucional bajo el que actúa el 
régimen autoritario de la década de los 90´privilegia las libertades económicas como 
exigencia del orden económico impuesto y para satisfacer las aprehensiones de los 
poderes fácticos del mercado. 

Los intentos de resistencia social y cooperación para hacer frente a esta realidad han 
sido valiosos, también por la épica que representaban desde el campo social (Tanaka, 
2008). Luego de la caída del régimen autoritario del fujimorismo y con la recuperación de 
la democracia en el año 2001, las luchas reivindicativas y la construcción de espacios de 
solidaridad para superar la ausencia del Estado expresan aún las contradicciones y 
tensiones en sociales y políticas como parte del espacio constitucional y con alguna 
repercusión en el derecho. En este terreno se hicieron esfuerzos por capitalizar las 
reivindicaciones sociales e institucionalizar formalmente las garantías para su 
realización. Algunas decisiones jurisdiccionales estructuradas en casos emblemáticos 
(Landa, 2012) y ciertas políticas hicieron posible que los derechos sociales ingresaran a 
la agenda pública, aunque bajo las restricciones de las reformas económicas y las 
tensiones con la cultura subyacente ya visible en las prácticas sociales (Rubio, 2013). 

III. LA CULTURA DEL AUTORITARISMO EN EL ESPACIO 
CONSTITUCIONAL 

En efecto, todos estos esfuerzos no lograron impedir la aparición de una nueva cultura 
de la arbitrariedad inmune a las injusticias. Una nueva forma de ser y hacer emerge para 
responder a la crisis económica, a la expansión de la pobreza, a la desigualdad 
estructural, a la violencia política, a la falta de respuesta del aparato público para 
satisfacer las demandas sociales básicas. Una cultura también presente en la 
conformación de los grupos de poder económico que tuvieron buen tiempo para navegar 
en estas aguas. 

En el fondo es una identidad visible en todos los segmentos sociales. La exaltación de lo 
individual, para sobrevivir, resistir o aprovechar, sin mirar a los costados. Es una cultura 
que evoca algunos de los rasgos más básicos del relato del “estado de naturaleza” donde 
cada uno es dueño de sí mismo para cuidar sus intereses, incluidas sus posesiones y la 
vida, entonces debe apelar a la violencia, al fraude, a la arbitrariedad sobre los demás. 
Una realidad contraria a la idea de comunidad, visible en la destrucción de los espacios 
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institucionales y en la desarticulación de los actores de intermediación social (partidos 
políticos, sindicatos y demás gremios) con el Estado. Luego, la diáspora social para la 
sobrevivencia era inminente, el “sálvese quien pueda” se produjo en forma vertiginosa, 
sin contención posible y en forma sostenida, durante los últimos 30 años. 

La influencia de este fenómeno está presente en la forma que revisten las dinámicas 
sociales y económicas del país: la informalidad, la ilegalidad y los espacios de 
formalidad (Durand, 2007) ofrecen un escenario articulado en todos sus parámetros. Es 
un contexto, por ello, incapaz de contener las practicas individuales e institucionales 
(Martuccelli, 2020, p. 26) dentro de los estándares de lo correcto, que se desvanece en 
forma sostenida, incluso en el ámbito de las instituciones del Estado y el poder. 

Esta realidad se explica en sus vínculos y contradicciones, también en las 
superposiciones y en los mecanismos que, desde todos los extremos y al interior de los 
espacios institucionales, sirven para retroalimentar el funcionamiento del conjunto 
social. Así se entienden los casos en los que la intermediación financiera aparece para 
facilitar las dinámicas de la informalidad e incluso en los escenarios de las economías 
ilegales. Se muestra a través de una amplísima cadena de sectores que movilizan los 
segmentos más importantes de la economía del país (minería, agricultura, pesca, 
industria textil, construcción, educación superior) donde son comunes los contratos 
fraudulentos con el Estado, la vulneración de las reglas (en algunos casos sistemática) 
que rigen el comportamiento de los agentes económicos, la explotación abusiva de los 
recursos naturales, la prioridad de las utilidades a costa de los derechos, la corrupción 
como modalidad de relacionamiento comercial. Es una consecuencia de la cultura 
robustecida con el proceso de cambios del fujimorato, normalizada en el tiempo y 
extendida por su incorporación en las prácticas y convicciones sociales e institucionales. 
Un rasgo que ha dejado de ser una patología para convertirse en una estructura 
fisiológica flexible que se adapta a las contingencias políticas y las coyunturas sociales. 

IV. CRISIS DE REPRESENTACIÓN Y DEGRADACIÓN CONSTITUCIONAL 

El actual Congreso de la República es la expresión de este estado de cosas y a este 
escenario responde la pregunta sobre los cambios introducidos en el texto 
constitucional. Se podría decir que esta consideración proporciona más elementos de 
juicio que se suman a la falta de legitimidad de la propia Constitución de 1993 y sirven 
para entender mejor la degradación a la que ha sido sometida en los años recientes. Y 
aunque se trata de una historia que se remonta a la década de los 90´, este último tramo 
de la crisis adquiere un carácter singular luego de la caída del presidente Pedro Pablo 
Kuczynski en el 2018. 

El gobierno de Kuczynski marcó un intento de las élites económicas por tener presencia 
directa en la vida política del país (Ugarteche, 2018). El fallido resultado constituye un 
punto de quiebre en el terreno de la representación política, pues su descrédito desató 
una crisis de proporciones históricas. Los períodos cortos que le sucedieron (con los 
presidentes Vizcarra, Merino y Sagasti) tampoco sirvieron para contenerla. La crisis de 
los partidos políticos iniciada en la década de los 90´ y nunca superada en el tiempo 
(Murakami, 2024), ahora se complementaba con el sinceramiento cultural de sus 
representantes desde abajo. 
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En efecto, desde todos los extremos, abanderando posturas ideológicas de fachada, 
buscando adeptos o, más bien, clientela política, los grupos que llegan al Congreso en el 
2021 ponen al descubierto el proceso cultural que se ha venido gestando en el país en 
las últimas tres décadas. Es una impronta donde la política ha perdido su significado 
como acción cultural para el bien común y se ha convertido en un instrumento para la 
gestión de intereses privados: un mecanismo para imponer el abuso, la frivolidad, la 
prepotencia, el beneficio propio y la impunidad de los delitos de quienes detentan el 
poder. 

Los grupos políticos del Congreso de la República son una forma de representación 
espejo (Ballón, 2022, p. 39) de los antivalores y la cultura que se configura en las últimas 
tres décadas. Esta tendencia se abre paso en medio de la crisis radical de los partidos 
tradicionales o lo que queda de estos. La conmoción se proyecta en el espacio del 
quehacer político en general y, por eso, los actores relevantes del derecho y la cultura, 
incluso los representantes del mundo sindical y gremial o los históricos dirigentes de los 
movimientos sociales, no están más en la arena política (Martuccelli, 2020, p. 45). El 
Congreso ha sido literalmente asolado como en una historia de bandidos y se encuentra 
a la deriva, expuesto al impulso de los intereses y la voluntad de los asaltantes, de sus 
móviles primarios. 

La señal clara del primer ataque al orden constitucional se produjo en enero de 2022 con 
la aprobación de la ley 31399 “Que fortalece el proceso de aprobación de leyes de 
reforma constitucional regulado en los artículos 40 y 44 de la ley 26300, ley de los 
derechos de participación y control ciudadanos”. Esta es la herramienta para conservar 
el poder sobre el ordenamiento constitucional que el Congreso toma para sí y para 
impedir que la ciudadanía tenga alguna iniciativa en la materia. La decisión del Congreso 
excluye a la soberanía popular como sujeto y fuente originaria de este poder. El límite 
para la actuación ciudadana, además, se entiende subordinado al poder de control del 
Parlamento para la reforma constitucional, conforme al artículo 206° de la Constitución3. 
Esta respuesta y las consideraciones para tomarla, si las hubo, nunca formaron parte de 
una discusión abierta a la ciudadanía: sobre la base de las mayorías que lo conforman 
internamente, el Congreso ha extendido su poder normativo más allá del carácter 
constituido que lo define. La ruta está señalada, desde su inicio, por la fuerza de la 
arbitrariedad y la ausencia de legitimidad del proceso. Por ello, resulta difícil suponer 
que, en su papel de reformador, el Congreso pueda autoimponerse algún principio como 
límite a su propósito. El centro de gravedad de esta estructura es únicamente el arbitrio 
de los grupos políticos mayoritarios en el Congreso y sus alianzas. Esta decisión es un 
contrasentido por la precaria realidad del Congreso y solo contribuye a profundizar la 
crisis de legitimidad del sistema político. 

De otro lado, es cierto que varios cambios se habían efectuado al texto de la Constitución 
de 1993 desde sus orígenes y durante casi todos los gobiernos que le sucedieron. En 
poco más de 30 años se produjeron un total de 32 leyes de reforma constitucional que 
han generado 128 modificaciones constitucionales, entre artículos reformados, nuevos 
y derogados, además de disposiciones transitorias, únicas o finales. Así ha sido con 

 

3 Conforme a la modificación impuesta por la ley 31399, al artículo 40 de la Ley 26900.  “No pueden 
someterse a referéndum las materias y normas a que se refiere el segundo párrafo del artículo 32 de la 
Constitución, ni aquellas que no se tramiten según el procedimiento establecido en el primer párrafo 
del artículo 206 de la Constitución Política”. 
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Fujimori, Toledo, García, Humala, Kuczynski, Vizcarra y también en el período de Castillo. 
Todas estas reformas no revisten mayor controversia con el texto globalmente 
considerado. El mayor sobresalto puede ser la creación de la Junta Nacional de Justicia 
en reemplazo del Consejo Nacional de la Magistratura, básicamente por el cambio en el 
sistema de nombramiento de los integrantes de la entidad.  

Sin embargo, en su corto tiempo, el Congreso reciente ha introducido más de la mitad de 
todos los cambios y reformas efectuadas hasta la actualidad: 6 leyes de reforma 
constitucional que han generado 67 modificaciones4. Se han hecho bajo el 
procedimiento previsto en el artículo 206° de la Constitución con los votos suficientes 
para evitar la consulta popular. Entre todas ellas está la Ley 31988 del 20 de marzo de 
2024 que modifica 53 artículos de la Constitución, incorpora dos nuevos (102-A y el 102-
B), añade dos disposiciones complementarias finales y deroga el artículo 90-A. Todas 
estas modificaciones entrarán en vigor para las elecciones del 2026 y representan 
cambios que implican una transformación del régimen político. pues con la creación de 
las cámaras de diputados y senadores el modelo del parlamento deja ser unicameral 
para transformarse en uno bicameral. Por supuesto que esta reforma no ha reparado en 
sus implicancias en el ámbito de la representación a nivel nacional. Más allá de las 
proporciones, la modificación no se ha planteado el problema de quiénes y qué 
comunidades son representadas bajo el nuevo esquema porque estas no han tenido voz 
en el debate para tomar tal decisión. Se recuerda antes bien que la creación de un 
régimen bicameral fue rechazada en el 2018 debido a que, como parte de la propuesta, 
se incorporaba la posibilidad de que los miembros del vigente Congreso unicameral 
pudieran ser reelegidos para integrar la Cámara de Senadores5. Tampoco se ha 
reflexionado, para su construcción normativa, sobre el grave problema que provoca la 
ausencia de un sistema de regiones (no debe confundirse con los denominados 
gobiernos regionales) que permita gobernar razonablemente el país y se articule en forma 
real al sistema bicameral.  

Ambos extremos muestran el carácter vertical en términos políticos y superficial en 
términos jurídicos que el Congreso ha terminado por imponer. Este último aspecto se 
muestra en las reglas que definen las relaciones entre el Ejecutivo y el Legislativo 
convertido ahora en bicameral. Hay una redefinición de los controles mutuos que 
modifica y altera el equilibrio entre las competencias de ambos. Ahora el peso mayor 
está del lado del Parlamento y el indicador de esta tendencia proviene de la Ley N° 31355 
de octubre de 20216. En adelante la cuestión de confianza, como facultad atribuida al 

 

4 Véase el balance en el diario La República del 15 de diciembre de 2024: 
https://larepublica.pe/politica/judiciales/2024/12/15/el-5765-de-la-constitucion-de-1993-ha-sido-
reformada-por-el-congreso-desde-que-entro-en-vigencia-alberto-fujimori-asamblea-constituyente-
909846#google_vignette 

 

5 Proclaman los resultados del Referéndum Nacional 2018, convocado mediante Decreto Supremo N° 
101-2018-PCM. Resolución N° 0002-2019-JNE: 
https://busquedas.elperuano.pe/dispositivo/NL/1729218-9 

    

6 Ley que desarrolla el ejercicio de la cuestión de confianza regulada en el último párrafo del artículo 
132 y en el artículo 133 de la constitución política del Perú 
https://busquedas.elperuano.pe/dispositivo/NL/2003559-1. 

https://larepublica.pe/politica/judiciales/2024/12/15/el-5765-de-la-constitucion-de-1993-ha-sido-reformada-por-el-congreso-desde-que-entro-en-vigencia-alberto-fujimori-asamblea-constituyente-909846#google_vignette
https://larepublica.pe/politica/judiciales/2024/12/15/el-5765-de-la-constitucion-de-1993-ha-sido-reformada-por-el-congreso-desde-que-entro-en-vigencia-alberto-fujimori-asamblea-constituyente-909846#google_vignette
https://larepublica.pe/politica/judiciales/2024/12/15/el-5765-de-la-constitucion-de-1993-ha-sido-reformada-por-el-congreso-desde-que-entro-en-vigencia-alberto-fujimori-asamblea-constituyente-909846#google_vignette
https://busquedas.elperuano.pe/dispositivo/NL/1729218-9
https://busquedas.elperuano.pe/dispositivo/NL/2003559-1
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presidente del Consejo de Ministros y a los ministros por separado (artículos 132° y 133° 
de la Constitución), no se podrá interponer “(…) por materias relativas a la aprobación o 
no de reformas constitucionales ni las que afecten los procedimientos y las 
competencias exclusivas y excluyentes del Congreso de la República o de otros 
organismos constitucionalmente autónomos”. El significado de la cuestión de confianza 
ha sido restringido con un argumento de autoridad, formalista, donde la función del 
Congreso en su relación con el Poder Ejecutivo se confunde con las competencias de los 
órganos administrativos de línea del aparato público. La idea de lo “exclusivo y 
excluyente” en el terreno de las competencias del Parlamento tiene la pretensión de ser 
una regla absoluta y, por ello, capaz de admitir el ejercicio de la arbitrariedad. Es una 
versión de la doctrina de la Political questions en su tono más irreflexivo y conservador7. 

Por eso adquiere plena legitimidad la pregunta sobre el significado de la Constitución y 
que su texto haya sido modificado drásticamente por los integrantes del actual 
Congreso. Porque es su relevancia lo que está en juego: la magnitud de su autoridad 
político-jurídica y el incomparable plexo de valores del que está configurada para realizar 
los propios valores de la República. 

La importancia de la Constitución proviene del acuerdo que la promueve y de su 
capacidad para crear las bases legitimas para la convivencia. Por ello debe surgir de un 
proceso definido para recoger la historia de las comunidades, para incidir en las 
condiciones del presente y para responder a las exigencias del futuro. La Constitución se 
ocupa de las cosas de mayor importancia para la sociedad como conjunto y para sus 
miembros. La densidad de esta afirmación lleva consigo una exigencia inevitable e 
inexcusable sobre su legitimidad: las condiciones para que se produzca y, en 
consecuencia, los sujetos que tienen el poder de crearla y la capacidad de reformarla. 
La cuestión alude al cuerpo de ciudadanos y sus derechos, pues la Constitución existe 
por esta razón y refleja algo semejante al plan de vida de una persona (léase libre 
desarrollo de la personalidad). 

La dificultad que implica el reconocimiento y la configuración del plan de vida de una 
comunidad es una de las preguntas a las que el Constitucionalismo moderno ha 
buscado responder desde sus orígenes. La representación política y la participación 
ciudadana surgen como instrumentos comprehensivos y articulados para enfrentar este 
desafío. En un caso, se trata de la justificación y las condiciones que deben cumplir los 
que gobiernan para ser elegidos y para tomar decisiones en esa condición. En el otro, de 
la dosis de intervención de los gobernados en la definición del modelo político, de sus 
especificidades, incluso en la toma de decisiones para la marcha del conjunto de 
instituciones. El plan de vida de la comunidad en medio de las tensiones que implican la 

 

 

 

7 En las democracias constitucionales se exige división, pero también colaboración de deberes y 
funciones para realizar los derechos fundamentales. No parece razonable, desde ningún punto de 
vista, auspiciar la idea de compartimentos estancos que impidan salvaguardar o garantizar esta 
finalidad que justifica la existencia del Estado constitucional. El origen específico de la doctrina de la 
Political questions, por lo demás, ha atravesado por una evolución y revisión en la práctica 
constitucional en los tribunales -incluidas las cortes de los Estados Unidos-, que pone al descubierto 
el peso gravitante de la razonabilidad como fundamento de los derechos y su fuerza para irradiar 
sentido a la práctica política y jurídica. Véase Sagües (2008). 
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representación y la participación ciudadana es un desafío impuesto por la democracia 
constitucional. En los hechos, la participación ciudadana en la vida pública o en la 
configuración de las instituciones públicas se advierte como una condición de la propia 
viabilidad del Estado.  

La Constitución se despliega más allá del texto que la contiene. Está presente en las 
prácticas institucionales que articulan la vida social y, ciertamente, se desarrolla en la 
estructura que sostiene las entidades públicas (Häberle, 2003, p. 145). Así se entiende 
que las reformas implementadas por el actual Congreso, incluso en su dimensión 
legislativa, también han logrado incidir en algunas de las entidades que atañen a los más 
relevantes bienes constitucionales8: la educación en general y la educación superior 
universitaria, el sistema de justicia, el sistema electoral y los partidos políticos, el 
ordenamiento penal para enfrentar el crimen organizado, son algunas de las áreas del 
orden constitucional que han sido intervenidas a través de leyes. 

Dos consideraciones representan el común denominador de estas reformas frente a los 
valores constitucionales afectados: han sido subordinados por los intereses particulares 
de sus promotores y, al mismo tiempo, han erosionado su significado para la ciudadanía 
en la medida que su realización ha quedado convertida en un ideal del pasado sin 
posibilidades de realización para el presente.  

Son cambios que, en el ámbito de la universidad, desdeñan el pensamiento crítico y 
desestiman la libertad y la autonomía como condiciones necesarias para la 
conformación de la ciudadanía en el modelo democrático. Representan un retroceso 
frente a los esfuerzos para superar el “estado de cosas inconstitucional” en el que se 
encontraba el sistema universitario, tal como fue reconocido por el Tribunal 
Constitucional en una sentencia del 20109. El debilitamiento del gobierno y las 
competencias de la Superintendencia Nacional de Educación Universitaria – SUNEDU, 
institución creada para revertir la difícil realidad de las universidades, lleva esa 
impronta10.  

La alianza de los intereses y móviles primarios que definen el comportamiento del 
Congreso también ha intervenido en los estándares para el reclutamiento del personal 
del magisterio nacional. A esta línea de conducta obedece la decisión de incorporar 

 

8  La observación de Human Rights Watch adelanta las consecuencias: “el Congreso del Perú apresura 
nuevas medidas que socavarían la independencia judicial, restringirían el espacio cívico y debilitarían 
las investigaciones sobre el crimen organizado y violaciones de derechos humanos (…). Durante la 
primera semana de junio, el Congreso avanzó con una reforma constitucional que eliminaría 
instituciones judiciales clave y debilitaría la independencia de las autoridades electorales. También 
avanzaron proyectos de ley que otorgarían al gobierno poderes excesivamente amplios para controlar 
a las organizaciones no gubernamentales y que socavaría las investigaciones sobre las violaciones de 
derechos humanos cometidas en las décadas de 1980 y 1990.  

https://www.hrw.org/es/news/2024/06/12/peru-el-congreso-acelera-su-arremetida-contra-el-
sistema-democratico 

9 EXP. Nº 00017-2008-PI/TC. https://www.tc.gob.pe/jurisprudencia/2010/00017-2008-AI.html 

10 El 22 de julio de 2022, se publicó la Ley N° 31520, que recorta y distorsiona las facultades de la 
SUNEDU: https://busquedas.elperuano.pe/dispositivo/NL/2088561-1. Al punto que la Defensoría del 
Pueblo interpuso una demanda de inconstitucionalidad contra la ley: 
https://www.defensoria.gob.pe/defensoria-del-pueblo-presenta-demanda-de-inconstitucionalidad-
contra-ley-que-modifica-composicion-de-la-sunedu/ 

https://www.hrw.org/es/news/2024/06/12/peru-el-congreso-acelera-su-arremetida-contra-el-sistema-democratico
https://www.hrw.org/es/news/2024/06/12/peru-el-congreso-acelera-su-arremetida-contra-el-sistema-democratico
https://busquedas.elperuano.pe/dispositivo/NL/2088561-1
https://www.defensoria.gob.pe/defensoria-del-pueblo-presenta-demanda-de-inconstitucionalidad-contra-ley-que-modifica-composicion-de-la-sunedu/
https://www.defensoria.gob.pe/defensoria-del-pueblo-presenta-demanda-de-inconstitucionalidad-contra-ley-que-modifica-composicion-de-la-sunedu/
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como docentes a quienes no han superado las evaluaciones para tal propósito. Es una 
medida para favorecer a las clientelas políticas, que desecha el valor del mérito como 
condición indispensable no solo por el significado individual que podría llevar consigo, 
sino por su relevancia para el acceso y conformación de los cargos públicos en general11. 
Sin duda, el golpe más fuerte con la adopción de esta medida se produce en la educación 
regular, una de las piedras angulares de la comunidad y el Estado. 

El Congreso también ha intervenido en el sistema penal12 y en la independencia judicial. 
Incluso, además de haberse hecho visible que la decisión beneficiaba a varios 
Congresistas, la frivolidad y negligencia de su orientación ha permitido que se debiliten 
los instrumentos para enfrentar diversas formas de crimen organizado. En una línea 
concurrente, se ha buscado interferir en la independencia judicial a través de una forma 
de golpe institucional, pues no otra cosa supone impedir que los jueces puedan ejercer 
el control difuso y la interpretación conforme a la constitución en casos específicos. 

Como parte del contexto institucional se han dispuesto un conjunto de decisiones que 
influyen en el sistema electoral y en el funcionamiento de los partidos políticos. Son 
reformas orientadas por las aprehensiones e intereses particulares de estos grupos y su 
necesidad de cooptar el espacio electoral. Así se explica la supresión de las elecciones 
primarias, la eliminación de la responsabilidad penal de los partidos políticos, y la 
posibilidad abierta para el transfuguismo. A este mismo escenario corresponde la 
supresión de la alternancia de género y la ausencia de representación de las 
comunidades originarias: en lugar de ampliar la representación electoral incorporando a 
grupos históricamente excluidos de la participación política, se reduce el universo de 
esta población. Es una medida que distorsiona el sistema político y precariza aún la 
democracia como un todo13. 

V. DEGRADACIÓN CONSTITUCIONAL  

Las reformas se producen en medio de zonas grises y espacios definidos por una práctica 
que contrasta con las condiciones exigidas por los derechos fundamentales y el modelo 
democrático. El episodio que mejor representa toda esta realidad es la muerte de 50 
personas entre diciembre de 2022 y marzo de 2023, como consecuencia de la represión 
policial a las protestas sociales contra el gobierno14. Este es un punto de referencia que 

 

11 https://actualidadgubernamental.pe/noticia/atentado-contra-meritocracia-en-magisterio-todo-
sobre-ley-que-promueve-a-docentes-cesados/608c7091-636e-4476-afb7-0cf0f325cf59/1 

12 EL Colegio de Abogados de Lima “expresa su preocupación por la promulgación de la Ley N° 32108, 
ocurrida el 9 de agosto de 2024. Advierte que esta ley modifica el artículo 317 del Código Penal, que 
tipifica el delito de organización criminal, e introduce elementos que generan serias dudas y complica 
la función del Ministerio Público y del Poder Judicial en su aplicación. 
https://www.cal.org.pe/v1/2024/09/23/comunicado-041-2024-cal/ 

13 A partir de la transacción de sus intereses, los grupos y alianzas del Congreso, han substituido la 
relevancia de los valores públicos y la importancia de los acuerdos entre los miembros de la 
comunidad para establecer la vida en común. El resultado sencillamente desfigura la estructura de 
todo el sistema institucional de la democracia e impide un sentido de estabilidad a las prácticas que 
lo sostienen. Véase, (Sunstein, 2018, 5). 

14 Perú: Muertes y lesiones en protestas podrían implicar a presidenta y cadena de mando como 
responsables penales.  

https://actualidadgubernamental.pe/noticia/atentado-contra-meritocracia-en-magisterio-todo-sobre-ley-que-promueve-a-docentes-cesados/608c7091-636e-4476-afb7-0cf0f325cf59/1
https://actualidadgubernamental.pe/noticia/atentado-contra-meritocracia-en-magisterio-todo-sobre-ley-que-promueve-a-docentes-cesados/608c7091-636e-4476-afb7-0cf0f325cf59/1
https://www.cal.org.pe/v1/2024/09/23/comunicado-041-2024-cal/
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se complementa con la impunidad forzada por el régimen para evadir su responsabilidad 
frente a los hechos y se proyecta en clave de complicidad con las reformas producidas 
en el Congreso15. 

Hay una línea de continuidad en todas estas reformas: son medidas de dudosa y 
cuestionable legitimidad constitucional por su signo arbitrario. Forman parte de un 
proceso llevado por mayorías que se toman el nombre de la ciudadanía, que 
instrumentalizan las formas constitucionales y responden a la imperiosa necesidad de 
cuidar sus propios intereses y mantenerse el poder. Esta combinación de factores es 
posible por la cultura autoritaria que acompaña al proceso político peruano, la ausencia 
de escrúpulos y la falta de contención ética en sus actores a lo largo de los períodos más 
recientes. 

Es una forma de hibridación política que se cumple en un escenario de históricas, 
profundas y marcadas asimetrías constitucionales debido a las brechas sociales, la 
desigualdad estructural y la discriminación. En estas condiciones específicas -si se 
piensa en las enormes comunidades de personas afectadas en el país- los derechos 
fundamentales apenas son aspiraciones o posibilidades muy lejanas. Son espacios 
donde la Constitución no ha mostrado efectividad aún en la actualidad y no existe, por 
ello, una práctica constitucional concreta que la sostenga. 

El proceso de reformas que las mayorías del Congreso han incorporado en los últimos 
dos años reiteran esta distancia. Es una orientación más pronunciada con la 
“desvalorización” de algunos segmentos de la Constitución que lograron cierto nivel de 
maduración en los últimos tiempos. Con este proceso, en su conjunto, también se 
evidencia un deslizamiento hacia el autoritarismo (Groppi, Carlino & Milani, 2022, VIII). 
Es una dinámica en ascenso gracias a las alianzas entre los grupos del Congreso que han 
aprobado las reformas y también sostienen la permanencia de un gobierno que exhibe 
cifras históricas de rechazo social. 
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